En la ciudad de La Plata, a 6 de abril de 2011, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Pettigiani, Hitters, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 101.777, "G. , G. F. contra Poder Judicial Pcia. Bs. As. Indemnización por daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo n° 1 del Departamento Judicial Bahía Blanca rechazó la demanda promovida, imponiendo las costas a la parte actora.

Ésta dedujo recurso extraordinario de inapli-cabilidad de ley.

Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. El tribunal del trabajo rechazó la demanda deducida por G. F. G. contra el Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires, mediante la cual le había reclamado -con sustento en los arts. 1109 y 1113 del Código Civil- el cobro de una indemnización por los daños y perjuicios derivados del accidente de trabajo que alegó haber padecido como consecuencia de las tareas prestadas bajo su dependencia.

Tal rechazo se fundó en que, si bien se acreditó en autos que el actor sufrió un accidente cerebro vascular isquémico como consecuencia del cual padece una incapacidad laboral total y permanente del 100% del índice de la total obrera, no resultaron demostrados -en cambio- los presupuestos indispensables para la configuración de la responsabilidad civil que en el escrito inicial se atribuyó a la demandada. En ese sentido, precisó el juzgador que las pruebas producidas en la causa no permiten establecer una relación de causalidad entre la dolencia que padece el actor y su desempeño laboral, no habiéndose acreditado que el trabajo prestado para la accionada hubiera actuado en alguna medida como causante del daño en su salud.

En lo que respecta a la pretensión fundada en la norma del art. 1113 del Código Civil, destacó el a quo que la misma no resultaba viable ni aún considerando a las tareas desarrolladas por el actor incluidas dentro del concepto de "cosa" al que alude el precepto citado, de conformidad a la doctrina legal establecida por esta Corte en el precedente L. 80.406, "Ferreyra". Ello así -precisó- pues las labores desempeñadas por el actor como juez de un tribunal del trabajo no revisten -ni en la faz jurisdiccional ni en la administrativa- carácter riesgoso, resultando igualmente irrelevante, a tales efectos, la circunstancia de que aquél hubiera sido sometido a un jurado de enjuiciamiento, toda vez que tal procedimiento es el mecanismo constitucional de control del buen desempeño de los magistrados, pero no hace a la actividad laboral del juez, sino que es una consecuencia de ella, máxime cuando en el caso se originó con motivo de la denuncia efectuada por un tercero. Por otra parte -puntualizó el juzgador- en nada modifica tal conclusión la aseveración del actor relativa a que su dolencia se vio agravada por la repercusión mediática que tuvo el enjuiciamiento al que fue sometido, desde que tanto el diario como el canal de cable a los que endilgó tal proceder son terceros por los cuales el empleador no debe responder. Por último, añadió el a quo que las conclusiones a las que arribó la Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca -organismo que, según el relato del actor, calificó como accidente de trabajo al infortunio por él sufrido, reconociendo su derecho a percibir las prestaciones establecidas en la ley 24.557 - no resultaban vinculantes para el tribunal, desde que aquélla se limitó a indicar que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo había reconocido el siniestro, aunque sin pronunciarse sobre el carácter laboral del mismo.

Sobre la base de tales argumentos concluyó el juzgador que, al no haberse acreditado los presupuestos establecidos por el art. 1113 del Código Civil, la acción deducida con fundamento en dicha norma debía ser desestimada (vered., fs. 493/501 vta. y sent., fs. 502/507 vta.).

Sentado lo expuesto, descartó asimismo el sentenciante la configuración de la responsabilidad subjetiva de la accionada peticionada con sustento en el art. 1109 del Código Civil. Al respecto, señaló que la accionada demostró haber asistido al actor cada vez que éste lo requirió, cumpliendo con la obligación de poner en práctica las medidas adecuadas para resguardar su integridad psicofísica, por lo que debía desestimarse la pretensión fundada en dicho precepto legal (sent., fs. 507 vta./508).

II. En el recurso extraordinario de inapli-cabilidad de ley, el actor denuncia absurdo y violación de los arts. 17, 18, 19 , 28 y 31 de la Constitución nacional; 10 , 31 , 57 , 168 y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; 44 inc. d) y 47 de la ley 11.653, así como de la doctrina legal que cita (fs. 513/524).

Plantea los siguientes agravios:

1.En primer lugar, señala que el tribunal de grado incurrió en absurdo al concluir, en forma contraria a lo que surge de las constancias probatorias objetivas del expediente, que la dolencia padecida por el accionante no guarda relación causal con las tareas por él desarrolladas.

Al respecto, destaca que, conforme surge del expediente administrativo acompañado a la causa, la Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca dictaminó que el actor sufrió un accidente de trabajo que le causó una incapacidad total y permanente, dejándolo en situación de "gran invalidez", al punto tal que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo abonó las prestaciones en dinero y en especie que contempla la ley 24.557. Luego, resultando que, para que exista un accidente de trabajo en los términos del art. 6 de dicho cuerpo normativo, necesariamente debe existir relación causal con el trabajo y que, además, el organismo administrativo indicado precisó que el actor padeció un "accidente cerebro vascular en referencia a un hecho relacionado con la función judicial", se impone concluir que el juzgador incurrió en absurdo al considerar no probado el mentado nexo causal.

Afirma que mal pudo sostener el tribunal que los dictámenes de las Comisiones Médicas no son vinculantes, desde que esta Corte ha señalado, en los precedentes que identifica, que aquéllas constituyen organismos administrativos que ejercen actividades parangonables a las jurisdiccionales.

Por otra parte -agrega- resulta de aplicación al caso la jurisprudencia que este Tribunal elaboró en relación a las anteriores leyes de accidentes de trabajo en orden a que, no habiendo mediado una declinación de la etapa administrativa, la resolución adoptada en dicha sede -en virtud de la cual se ha reconocido un derecho subjetivo a favor del trabajador- se encuentra alcanzada por la cosa juzgada, siendo por ende irrevisable en sede judicial.

2. En otro orden, cuestiona la conclusión del tribunal relativa a que no se acreditó el carácter riesgoso de la actividad desempeñada por el actor.

Asevera que luce absurda la conclusión del juzgador concerniente a que el sometimiento a un jury resulta una cuestión ajena a la tarea que el reclamante desempeñó como juez, desde que el art. 182 de la Constitución local establece que el jurado de enjuiciamiento actúa ante delitos o faltas cometidas "en el desempeño de sus funciones".

Añade que resulta irrelevante que la denuncia y la difusión mediática del enjuiciamiento hayan sido promovidas por terceros, desde que -por un lado- aquélla fue aceptada y el actor suspendido en su cargo y -por el otro, y como lo ha resuelto esta Corte en la causa L. 40.068- en la medida que la actividad dolosa de un tercero integre el riesgo propio de la cosa esa actividad no puede ser, al mismo tiempo, causa de exculpación de responsabilidad.

Señala, asimismo, que, de conformidad a la doctrina legal que emana del precedente "Ferreyra", debe ponderarse la incidencia que posea la tarea desempeñada por el trabajador, pudiendo la propia actividad laboral constituirse en factor de causación del daño, en tanto no cabe una interpretación estrecha del término "cosa" en los términos del art.1113 del Código Civil.

Expresa, finalmente, que, con los certificados médicos emitidos por el facultativo que atendió al actor, resultó acreditado que el cuadro sintomático de ansiedad experimentado por aquél se vinculaba con el trabajo desempeñado en calidad de juez, máxime cuando es público y notorio que el estrés es uno de los factores de riesgo principales para la salud en la actualidad, todo lo cual demuestra, a su juicio, el carácter riesgoso de la actividad laboral desarrollada.

En suma -concluye- fueron las labores del actor, en las condiciones relatadas en la especie, las que generaron el innegable riesgo en la salud que derivaron en la incapacidad absoluta que padece, habiéndose acreditado debidamente la relación causal entre ambas, careciendo las conclusiones en contrario de los jueces, de bases aceptables con arreglo a los preceptos legales que gobiernan la valuación de las probanzas.

III. El recurso no prospera.

1. En primer lugar, considero necesario recordar que la potestad revisora de esta Suprema Corte está circunscripta al contenido de la sentencia y a la concreta impugnación contra ella formulada (conf. causas L. 61.959 "Correa", sent. del 24-III-1998; L. 74.191, "Mamani", sent. del 15-V-2002; L. 77.049, "Martín", sent. del 17-VII-2003; L. 85.861, "Tellechea", sent. del 18-IV-2007; L. 84.882, "Barbusano", sent. del 9-V-2007; L. 95.264, "Barrenechea" , sent. del 18-III-2009; L. 92.804, "Oli vares", sent. del 3-VI-2009).

Siendo ello así, este Tribunal ha de limitarse a analizar, ciñéndose a los agravios contenidos en el embate, si se ha configurado en el caso la responsabilidad civil objetiva de la demandada en los términos del art. 1113 del Código Civil, desde que el impugnante no ha cuestionado el rechazo de la responsabilidad subjetiva regulada en el art. 1109 del mismo cuerpo normativo decidido en la instancia ordinaria.

2.Aclarado lo expuesto, se impone destacar que -según lo ha declarado reiteradamente esta Corte- tanto el análisis del material probatorio aportado por las partes al proceso, como la determinación de si se dan o no los presupuestos que tornan viable la procedencia de la acción de daños y perjuicios deducida en los términos del art. 1113 del Código Civil, son facultades privativas de los jueces de mérito, salvo absurdo que debe ser demostrado por el recurrente (conf. causas L. 66.826, "Murúa", sent. del 24-XI-1998; L. 68.587, "Rojas", sent. del 26-X-1999; L. 80.086, "Esanis", sent. del 1-IV-2004; L. 90.567, "B., T.", sent. del 9-VIII-2006; L. 92.726, "Galán", sent. del 17-XII-2008; L. 96.362, "Alincastro" , sent. del 28-X-2009; L. 93.818, "Lezcano", sent. del 25-XI-2009).

3. Aunque la impugnante ha denunciado que la sentencia adolece del vicio referido, en mi opinión no alcanza a demostrar tal aseveración.

a. En primer lugar, e invirtiendo el orden de los agravios introducidos por el impugnante por razones metodológicas, cabe señalar que el actor no logra revertir la conclusión del tribunal relativa a que no se acreditó la intervención de una "cosa riesgosa" en la causación del daño que padece.

En la demanda, y con sustento en la doctrina legal establecida por esta Corte en la causa L. 80.406, "Ferreyra" (sent. del 29-IX-2004), el accionante identificó como "cosa riesgosa" a la actividad que desempeñaba como juez de un tribunal del trabajo de la Provincia de Buenos Aires (ver fs. 220 y vta.).

Es cierto que -como lo anticipó el ahora recurrente en el escrito de inicio y lo reitera en el medio de impugnación bajo examen- en el precedente indicado, como en muchos otros (conf. causas L. 72.336, "Iommi", sent. del 14-IV-2004; L. 79.690, "R., L. G.", sent. del 28-VI-2006; L. 88.325, "Cepeda", sent. del 9-V-2007; L. 83.342, "F., D.", sent.del 26-IX-2007; L. 93.818, "Lezcano", sent. del 25-XI-2009; mi voto en L. 76.864, "Obredor", sent. del 13-IV-2005, entre otras), esta Corte ha resuelto que, en el marco del art. 1113 del Código Civil, no cabe una interpretación estrecha del concepto "cosa", desde que, trascendiendo el puro concepto físico del término, no se debe omitir la ponderación razonada de la incidencia que posea la tarea desempeñada por el trabajador, pudiendo ésta constituirse en factor de causación del daño, y que -por lo tanto- el vocablo "cosa" se extiende para abarcar, en la actualidad, las tareas específicas del trabajador y la actividad laboral toda, razón por la cual, cuando esas tareas pueden generar un resultado dañoso, se impone entonces admitir su inclusión en las previsiones del precepto citado.

Sin embargo, contrariamente a lo que pretende el impugnante, la invocación de esa doctrina legal en modo alguno alcanza para conmover lo resuelto en la instancia, porque no es menos cierto que, en el caso, el juzgador de grado concluyó en que -aún partiendo de esa interpretación amplia, que explícitamente hizo propia (ver fs. 505 y vta.), lo que descarta su denunciada transgresión- la actividad laboral desempeñada por el actor no revestía carácter riesgoso, máxime cuando los sucesos puntuales a los cuales aquél consideró desencadenantes del daño incapacitante (el sometimiento al jurado de enjuiciamiento y la repercusión mediática que trajo aparejada) no resultaban imputables al empleador, sino a terceros por los que éste no debía responder (fs.505 vta./507), argumentos que no logran ser desvirtuados por las críticas contenidas en el embate.

En efecto, tales conclusiones -provenientes, como anticipé, del ejercicio de una atribución que resulta privativa de los tribunales de grado- no logran ser derribadas por las genéricas afirmaciones del recurrente, quien, sin ocuparse de rebatir cada uno de los argumentos esgrimidos por el juzgador para descartar el carácter riesgoso que en la demanda se atribuyó a la actividad laboral, se limita a presentar su propia interpretación de los hechos mediante afirmaciones desprovistas de respaldo probatorio, las que en modo alguno logran erosionar los cimientos sobre los que se asienta la valoración efectuada por el a quo, resultando manifiestamente ineficaces para demostrar el absurdo invocado.

Así, se limita el impugnante a señalar insistentemente que ha quedado demostrado el carácter riesgoso de la actividad que desempeñaba como magistrado, pero no se ocupa de efectuar una crítica fundada respecto de los argumentos que llevaron al juzgador a fundamentar la solución contraria.

Cabe recordar, en ese sentido, que no cualquier disentimiento autoriza a tener por configurado el absurdo; en consecuencia, no es suficiente manifestar que la apreciación efectuada por el juez es discutible, opinable o poco convincente, porque se requiere algo más: la demostración del vicio lógico del razonamiento, o una interpretación groseramente errada de alguna prueba, al punto de haber llevado al tribunal a establecer conclusiones claramente insostenibles, contradictorias entre sí o inconciliables con las constancias que resultan de la causa (conf. L. 83.326, "Bertone", sent. del 15-III-2006; L. 89.956, "Weber", sent. del 12-XII-2007; L. 87.545, "G., A.", sent. del 27-III-2008; L. 93.752, "García", sent. del 10-III-2010), defectos que el impugnante no ha logrado acreditar.

Por lo demás, tampoco acierta el quejoso en cuanto denuncia que la sentencia atacada se aparta de lo resuelto por esta Corte en la causa L. 40.068, "Barraza", sent. del 16-VIII-1988 (recurso, fs.518 vta.), no sólo porque el fragmento que de dicho precedente transcribe pertenece al voto del magistrado que quedó en minoría (no constituyendo, por lo tanto, doctrina legal), sino porque, además, en el caso no se ha invocado (ni mucho menos demostrado), el carácter doloso de la actividad de los terceros, ni que ésta integrase el riesgo de la labor desempeñada por el accionante.

b. No acreditado, en conclusión que permanece firme, el carácter riesgoso que a la actividad laboral se atribuyó en la demanda (debiendo, en consecuencia, descartarse la configuración del factor de atribución de responsabilidad contemplado en el art. 1113 del Código Civil) y no habiéndose cuestionado la decisión del tribunal relativa a que no existió conducta subjetivamente reprochable de la empleadora susceptible de ser encuadrada en el art. 1109 del mismo cuerpo normativo, queda inexorablemente sellada la suerte adversa de la pretensión indemnizatoria, sin que resulte necesario -en consecuencia- el tratamiento de las restantes cuestiones traídas en el recurso.

IV. En virtud de lo expuesto corresponde rechazar el recurso traído y confirmar la sentencia atacada en cuanto fue materia de agravio. Con costas a la vencida (art. 289 del C.P.C.C.).

Voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

Adhiero al voto del doctor de Lázzari, con la siguiente aclaración.

La circunstancia de que nos encontremos -como bien ha señalado mi distinguido colega que abre el acuerdo- ante el cuestionamiento de conclusiones del tribunal a quo arribadas producto del ejercicio de una facultad privativa de la instancia ordinaria, y que el recurrente no ha podido demostrar que en las mismas se haya incurrido en absurdo, no cabe ingresar en la cuestión del alcance del concepto "cosa" del art. 1113 del Código Civil, pues la deficiencia señalada en la impugnación -que provoca la desestimación del planteo- importa un valladar previo a ese tipo de consideraciones (conf. art.279 , C.P.C.C.).

Sin perjuicio de ello, igualmente dejo en claro en esta oportunidad, que no soy partidario de la interpretación que admite que el ambiente laboral o las condiciones en las que se presta el trabajo pueden considerarse incluidos en el concepto de cosa generadora de infortunios del trabajo (art. 1113, Cód. Civil; conf. mi voto causa L. 82.743, "Ventancor ", sent. del 26-IX-2007).

Voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

Como lo ha dejado señalado el doctor Pettigiani en su voto, a la luz del sendero argumental por el cual transcurre la impugnación, se hace innecesario para dar suficiente respuesta, abordar la temática atingente al alcance que corresponde otorgar al concepto de "cosa" al que se refiere el art. 1113 del Código Civil.

En las condiciones apuntadas, adhiero al sufragio del distinguido colega que encabeza el Acuerdo doctor de Lázzari, proponiendo con él, la desestimación del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido, y la imposición de costas al quejoso en su condición de vencido (arts. 289 último párrafo del C.P.C.C.; 63 , ley 11.653).

Voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

Dejando a salvo mi opinión sobre los supuestos que tornan aplicable el art. 1113, segunda parte del Código Civil, ello, en su vinculación con el concepto de "cosa riesgosa o viciosa" al que alude la norma (conf. mi voto en las causas L. 83.342, "F. d."; L. 82.743, "Ventancor", sents. ambas de 26-IX-2007; L. 79.690, "R., L.", sent. de 28-VI-2006), adhiero al sufragio del colega que inaugura este acuerdo en idénticos términos en que lo hace el doctor Hitters en el suyo.

Voto por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; con costas (art. 289, C.P.C.C.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

EDU ARDO JULIO PETTIGIANI

EDUARDO NESTOR DE LAZZARI

DANIEL FERNANDO SORIA

JUAN CARLOS HITTERS

GUILLERMO LUIS COMADIRA - Secretario-

